PROYECTO DE DECLARACION
La Cámara de Diputados DECLARA su más enérgico repudio a las intimidaciones y amenazas denunciadas por la periodista Susana Elizabet Zacarías, de las que habría sido objeto por parte del Director de Comunicación Social de la Municipalidad de Rosario, Daniel Canabal, como consecuencia de opiniones vertidas en un espacio periodístico en ocasión de la visita del candidato a concejal por el Frente Progresista Cívico y Social, Horacio Ghirardi.

Señor Presidente :




Según consigna el Diario El Ciudadano y la región, de la ciudad de Rosario, en su edición del día 22 del corriente, la periodista Susana Elizabet Zacarías se presentó con una denuncia ante la Fiscalía Nº 8 a cargo del Doctor Di Taranto “producto de una serie de hechos concatenados que se produjeron luego de haber concurrido el último fin de semana a mi programa televisivo el candidato por el Partido Socialista, licenciado Horacio Ghirardi”. Tras la emisión del programa, el pasado fin de semana “comencé a recibir una seguidilla de insultos y amenazas a mi teléfono particular, incluido mi teléfono móvil” dice Zacarías en la mencionada publicación periodística.




Por su parte, el Diario La Capital del día 20 de julio informa que “una periodista de Cablevisión denunció judicialmente al director de Comunicación Social de la Municipalidad de Rosario, Daniel Canabal, por intimidación y coacción. Según la presentación, Susana Zacarias, del programa "Ojos rosarinos", recibió en sus teléfonos "una seguidilla de insultos y amenazas".




“El episodio se produjo luego de una entrevista con el primer candidato a concejal del Frente Progresista, Horacio Ghirardi, que, al parecer, no fue del agrado de Canabal. La mujer pidió ante el fiscal una "prolija investigación", que incluye informes a una empresa de telefonía celular y el listado de teléfonos que llamaron a su domicilio. "Este hecho detestable es el corolario de una serie de agravios recibidos de parte de funcionarios municipales", agrega la periodista en su presentación judicial” sigue diciendo el Diario La Capital.

                             Un día después, el 21 de julio, el mismo Diario La Capital reproduce declaraciones del intendente de Rosario, Miguel Lifschitz, donde señala que "es un tema que se tendrá que resolver en el ámbito correspondiente” y tras afirmar que se enteró del hecho "a través de los medios" de comunicación, aclaró que el funcionario deberá dar explicaciones “si es que corresponde”

                 ”Si bien el intendente ratificó a Canabal en el cargo, advirtió que "si entendiéramos que hay elementos que lo afectan, lo analizaremos". Fue entonces cuando destacó: "Los que me conocen saben que no es una política de mi gestión coaccionar ni agredir a nadie en general, y mucho menos a los periodistas" finalizó el intendente de Rosario al Diario La Capital.

                               Si de la investigación judicial corrobora lo declarado por la periodista y si se confirma que en meses anteriores el mismo funcionario de la Municipalidad de Rosario dispuso levantar los avisos oficiales municipales de los espacios conducidos por Zacarías a raíz de el tono crítico de las opiniones de dicha trabajadora de prensa acerca de la actual gestión de Miguel Lifschitz y la anterior conducida por Hermes Binner, estaríamos ante un hecho ue violenta en forma profunda la libertad de expresión y las garantías constitucionales.


      En forma reiterada se ha comentado en recintos como el del Concejo Municipal de la ciudad de Rosario la desmedida inversión publicitaria que lleva adelante la Municipalidad de Rosario en la actual gestión y en la anterior liderada por Hermes Binner, en medios de esa ciudad, de otras localidades de la provincia y aún en canales y medios gráficos de la Capital Federal.



      Si esa inversión publicitaria, enmascarada en el precepto constitucional de dar difusión a los actos de gobierno conlleva la promoción a candidaturas del Partido Socialista, como se colige de la reacción del señor Daniel Canabal ante un reportaje efectuado al postulante a concejal por el Frente Progresista Cívico y Social Horacio Ghirardi, la falta es mas grave aún y merecería otra investigación judicial por la utilización de dineros públicos en campañas electorales.



      Si la distribución de la publicidad oficial se transforma en una herramienta de condicionamiento y extorsión la libre actividad de los trabajadores de prensa, uno de los pilares fundamentales del sistema democrático, se ve seriamente amenazado.



       Es por lo expuesto que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente Proyecto de Declaración.

